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Gómez Córdova, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 4 de septiembre de 2018. 

I. Dictamen del que se recurre 

Compareció ante nosotros Javier Sierra Rodríguez (el recurrente, o 

señor Rodríguez), solicitando la revisión de una Resolución emitida por el 

Comité de Clasificación y Tratamiento (el Comité) del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (Departamento o agencia recurrida), mediante 

la cual se confirmó una determinación que ratificó el nivel de custodia 

máxima del recurrente.  

II. Base jurisdiccional 

Nuestra autoridad para entender en los méritos de esta controversia 

se deriva del Art. 4.006 (c) de la Ley de la Judicatura del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 2003 (Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA sec. 24y 

(c)), de las Reglas 56 a 67 de Reglamento del Tribunal de Apelaciones (4 

LPRA Ap. XXII-B) y de las Secs. 4.1 y 4.2 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, según 

enmendada, 3 LPRA secs. 2171 y 2172). 
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III. Trasfondo procesal y fáctico 

El 24 de abril de 2018, el Comité celebró una reunión para evaluar 

la clasificación de custodia del señor Rodríguez, quien se encontraba en 

ese momento bajo custodia máxima. Realizada la evaluación 

correspondiente, el Comité concluyó ratificar la clasificación de custodia 

máxima.       

 Conforme a ello, en la misma fecha se dictó una Resolución en la 

que se hizo un resumen detallado de los antecedentes penales del señor 

Rodríguez; los delitos por los que fue sentenciado, los que se le encontró 

no culpable, un incidente de agresión en contra de otro confinado para el 

año 2011, su participación en 3 programas de terapia que había 

completado, y se reconocieron sus labores de Mantenimiento Interno 

donde continua al presente1.   

Además, se aludió a la fecha de su clasificación de custodia desde 

que fue recluido ––del cual surge que el recurrente se encuentra en 

custodia máxima desde el 31 de enero de 2005, hasta el presente–– y se 

concluyó mantener al recurrente en custodia máxima. La justificación de 

ello fue la siguiente2: 

• Al aplicar instrumento de reclasificación arrojó una 
puntuación correspondiente a mínima (2 pts.). No 
obstante, se utiliza modificación para un nivel más alto de 
Reincidencia Habitual, ya que el caso en referencia 
cumple sentencia de 223 años 6 meses con una 
Separación Permanente de la sociedad (Reclusión 
Perpetua) y fue declarado por el tribunal como delincuente 
habitual por haber incurrido en múltiples delitos violentos 
contra la vida usando arma de fuego. Al presente ha 
cumplido aproximadamente 14 años 1 mes y 23 días 
incluyendo preventiva poco tiempo en proporción a la 
pena impuesta. 
 

• Le restan más de 15 años para estar en jurisdicción de 
Junta de Libertad Bajo Palabra. 

 

 

• Debe observar ajustes institucionales satisfactorios y 
consistentes por tiempo adicional. 

                                                 
1 Anejos 4 y 5 
2 Anejo 6 
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En dicha Resolución se apercibió al señor Rodríguez de su derecho 

de apelar la decisión del Comité de Clasificación en un término de 10 días, 

contado a partir del recibo de la Resolución, ante el Director (a) de la Unidad 

de Clasificación de Confinados a Nivel Central.  

El recurrente apeló oportunamente.  Indicó estar en desacuerdo con 

la determinación del Comité. En síntesis, fundó su apelación en que 

consideraba la ratificación de mantenerlo en custodia máxima un “abuso 

de discreción” por parte de la Administración de Corrección. Por tanto, 

solicitó nuevamente que se le reclasificara a un nivel de custodia mediana.   

La apelación fue denegada mediante carta de 9 de mayo de 2018. 

En ella se indicó que el recurrente debería permanecer en custodia 

máxima, dado lo extenso de su sentencia y la naturaleza de los delitos que 

cometió. Se señaló que, por tratarse de una sentencia prolongada, por la 

que el recurrente permanecería institucionalizado por más tiempo que otros 

confinados, tomar en consideración los aspectos de los delitos imputados, 

su naturaleza y severidad, fueron factores determinantes para el grado de 

supervisión y seguridad que ameritó el caso del recurrente. Además, se 

destacó que en los 14 años que el recurrente ha cumplido en custodia 

máxima aún no ha hecho introspección sobre su conducta delictiva, 

por lo que no pudieron obviarse las circunstancias y la severidad de 

los delitos cometidos. 

Así las cosas, el 29 de mayo de 2018 el recurrente presentó una 

solicitud de reconsideración, la cual fue denegada. Inconforme con la 

determinación, el señor Rodríguez recurrió ante nosotros en revisión 

judicial. El señor Rodríguez formuló los siguientes señalamientos de error: 

1. Erró la agencia recurrida el D.C.R., al retener al recurrente 
en nivel de custodia de máxima seguridad utilizando 
vagos e insostenibles en derecho los cuales, en la 
aplicación amplia y general de la ley, la jurisprudencia y 
los reglamentos son claramente derrotados 
convirtiéndose así la determinación recurrida en una 
acción disciplinaria ultravires y no en método rehabilitador 
lo cual constituye un castigo cruel e inusitado, y un claro 
abuso de discreción.  
 

2. Erró DCR y el Comité de Clasificación y Tratamiento en 
determinar negar la custodia de mediana seguridad al 
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recurrente, esto haciendo caso omiso de lo dispuesto en 
el “Private Settlement Agreement” del 31 de diciembre de 
2014 que permite la reclasificación de confinados con 
sentencias que exceden penas de 99 años a custodia 
mediana luego de estos haber cumplido 5 años en 
custodia de máxima seguridad utilizando únicamente la 
puntuación del instrumento de clasificación.  

IV Derecho aplicable 

A. La evaluación de clasificación de custodia  

La Sección 19 del Artículo VI de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico dispone que “[s]erá política pública del Estado… 

reglamentar las instituciones penales para que sirvan a sus propósitos en 

forma efectiva y propender, dentro de los recursos disponibles, al 

tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer posible su 

rehabilitación moral y social”. De conformidad con este imperativo 

constitucional, así como con la política pública de nuestro ordenamiento, el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación diseñó un sistema de 

clasificación de custodia que responde tanto a las necesidades individuales 

de cada confinado como a la estabilidad y seguridad de la población 

correccional en general. Las normas que rigen este sistema se encuentran 

plasmadas en el Manual para la Clasificación de Confinados, Reglamento 

Núm. 8281 de 30 de noviembre de 2012 (Manual).  

El objetivo principal del Manual es “[e]stablecer un sistema organizado 

para ingresar, procesar y asignar a los confinados a instituciones y 

programas de adultos del Departamento de Corrección y Rehabilitación”.3 

Según la política establecida en dicho Manual, todos los confinados que se 

encuentren bajo la jurisdicción del Departamento estarán clasificados bajo 

el nivel mínimo de custodia requerido y su asignación de vivienda, 

participación en programas educativos y de trabajo u otros adiestramientos 

apropiados para ellos.4  

Existen cuatro niveles diferentes de custodia para confinados 

reconocidos en el Manual: máxima, mediana, mínima, y mínima 

                                                 
3 Manual para la Clasificación de Confinados, inciso II, pág. 2. 
4 Íd., inciso II (1), pág. 2.  
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comunidad. Los cuatro niveles de custodia para confinados reconocidos en 

el Manual se describen de la siguiente manera:  

MÁXIMA: Confinados de la población general que requieren 
un grado alto de control y supervisión. A estos individuos se 
les puede restringir de determinadas asignaciones de trabajo 
y de celda, así como de determinadas áreas dentro de la 
institución, según se estime necesario por razones de 
seguridad. Se requerirán por lo menos dos oficiales 
correccionales como escolta para realizar viajes de rutina o 
de emergencia fuera de la institución. Se utilizarán esposas, 
cadenas y grilletes en todo momento mientras los confinados 
de custodia máxima se encuentren fuera del perímetro de 
seguridad (la verja o el muro). Estos confinados estarán en 
celdas y no en dormitorios. Esto no limita la participación del 
confinado en los programas y servicios. Contarán con un 
período mínimo de dos (2) horas diarias de recreación física 
al aire libre, según lo permitan las condiciones climáticas. 
 
MEDIANA: Confinados de la población general que requieren 
un grado intermedio de supervisión. Estos confinados son 
asignados a celdas o dormitorios y son elegibles para ser 
asignados a cualquier labor o actividad que requiera 
supervisión de rutina dentro del perímetro de seguridad de la 
institución. Se requiere de dos oficiales correccionales como 
escolta para realizar viajes, ya sean de rutina o de 
emergencia, fuera de la institución, y se utilizarán esposas 
con cadenas en todo momento. A discreción de los oficiales 
de escolta, se podrán utilizar otros implementos de 
restricción. 
 
MÍNIMA: Confinados de la población general que son 
elegibles para habitar en viviendas de menor seguridad y que 
pueden trabajar fuera del perímetro con un mínimo de 
supervisión. Estos confinados son elegibles para los 
programas de trabajo y actividades en la comunidad 
compatibles con los requisitos normativos. Estos individuos 
pueden hacer viajes de rutina o de emergencia fuera de la 
Institución sin escolta, cuando tengan un pase autorizado, y 
pueden ser escoltados sin implementos de restricción. 
 
MÍNIMA/COMUNIDAD: Confinados de la población general 
que están en custodia mínima, pero que han sido catalogados 
según las políticas del [Departamento] como elegibles para 
programas comunitarios. Por lo general, estos son programas 
residenciales sin perímetro de seguridad alguno. 5 

 

El proceso de evaluación mediante el cual se determinan las 

necesidades y requisitos de cada confinado bajo la jurisdicción del 

Departamento para asignar el nivel de custodia correspondiente es 

realizado por la División de Clasificación Central del Departamento, 

Personal Revisor de la Oficina de Clasificación y del Personal de 

                                                 
5 Íd., Sec. 1. 
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Clasificación en cada institución.6 Así, compete al Comité de Clasificación y 

Tratamiento de cada institución que alberga confinados sentenciados 

realizar una evaluación “en lo que respecta a sus necesidades, aptitudes, 

intereses, limitaciones y funcionamiento social”.7  

Según dispuesto en el Manual, será responsabilidad del Comité evaluar 

las necesidades de seguridad y de programas de los confinados 

sentenciados para determinar el plan institucional adecuado, teniendo como 

fin principal la rehabilitación y la seguridad pública. Entre las facultades del 

Comité se encuentra referir a los confinados a la Junta de Libertad Bajo 

Palabra y recomendar confinados a programas y áreas de servicios.8  

En lo que respecta al proceso de reclasificación, este consiste en una 

evaluación periódica mediante la cual se revisa el progreso de los 

confinados como parte del plan institucional de cada uno. También se 

evalúa su categoría de custodia para determinar cuán apropiado es el nivel 

actual de clasificación.9 Sobre el particular, la Sección 7 del Manual aclara 

que las evaluaciones realizadas no necesariamente implican cambios en el 

nivel de custodia, debido a que el objetivo primordial de estas evaluaciones 

es auscultar la adaptación del confinado al ambiente institucional10.  

Como norma general, el Comité deberá evaluar a los confinados 

rutinariamente cada doce meses, con excepción de aquellos que se 

encuentran en custodia máxima, quienes serán evaluados cada seis 

meses11.  

Por otro lado, la clasificación del grado de custodia de un confinado 

requiere que la agencia realice un adecuado balance de intereses. Ello, 

pues de una parte está el interés público de lograr la rehabilitación del 

confinado, así como mantener la seguridad institucional y general del resto 

de la población penal; y de la otra está el interés particular del confinado de 

permanecer en un determinado nivel de custodia. El Departamento de 

                                                 
6 Íd., Sec. 2 (I), pág. 16. 
7 Íd., Sec. 2 (IV), pág. 19. 
8 Íd.  
9 Íd., Sec. 7 (I), pág. 48. 
10 Íd., Sec. 7 (II), pág. 48.  
11 Íd., Sección 7 (III), pág. 49 
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Corrección y Rehabilitación es la agencia con la obligación legal y la 

competencia y experiencia para realizar tal balance de intereses. Cruz 

Negrón v. Adm. Corrección, 164 DPR. 341, 352 (2005); López Borges v. 

Adm. Corrección, 185 DPR 603, 610 (2012).   

Para poder someter una recomendación de reclasificación de un 

confinado sentenciado, el personal del Comité deberá cumplir con ciertos 

requisitos. Entre éstos, realizar una entrevista al confinado para, entre 

otros, verificar los datos relacionados con su clasificación, incluyendo lo 

siguiente: delitos y sentencias actuales, historial delictivo anterior; órdenes 

de detención y arresto, encarcelamientos previos, fecha de excarcelación 

prevista, récord de conducta disciplinaria de la institución, y récord de 

participación en programas12.  

Según lo detalla el “Formulario de Reclasificación de Custodia”, la 

reclasificación en los casos de sentenciados se basa, en primer lugar, en 

lo siguiente: (1) la gravedad de cargos y sentencias actuales; (2) historial 

de delitos graves anteriores y; (3) historial de fuga13. Con estos criterios se 

busca identificar si el confinado representa un riesgo para la operación 

ordenada de la institución correccional14. Así, si la suma de estos tres 

criterios es de siete puntos o más, el miembro de la población correccional 

será asignado a custodia máxima. Del mismo modo, se deberá evaluar: (4) 

el número de acciones disciplinarias; (5) la acción disciplinaria más seria; 

(6) las sentencias anteriores por delitos graves como adulto de los últimos 

cinco años; (7) su participación en programas y; (8) la edad actual15.  

A cada uno de los ocho criterios referidos se les asigna una puntuación, 

la cual va desde menos dos (-2) hasta siete (7). Producto de la suma de 

estos puntos se determina el nivel de custodia al cual será asignado el 

miembro de la población correccional16.  

                                                 
12 Íd., pág. 51. 
13 Íd., Apéndice K, Sección II. 
14 Íd. 
15 Íd. 
16 Íd., Apéndice K, Sección III. 
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Es menester aclarar que, pese a la existencia de una guía que permite 

obtener una puntuación de clasificación custodia, el Manual faculta al 

Comité para ejercer su discreción y otorgar una custodia mayor o menor 

a la sugerida por el puntaje. Para asignar una custodia más alta, se pueden 

considerar los siguientes factores: gravedad del delito, historial de violencia 

excesiva, afiliación prominente con gangas, grado de reincidencia, riesgo 

de fuga, comportamiento sexual agresivo, trastornos mentales o desajustes 

emocionales, representa amenaza o peligro, desobediencia ante las 

normas o rehusarse al plan de tratamiento, y reingreso por violación de 

normas17. En este contexto, la gravedad del delito se define de la siguiente 

manera:  

La puntuación subestima la gravedad del delito. El personal 
debe documentar las características del delito que aparecen 
en la declaración de los hechos que se están utilizando como 
fundamento para la decisión de la modificación. 
 
Los confinados cuyas circunstancias del delito y sus 
consecuencias hayan creado una situación de tensión en la 
comunidad, revistiéndose el caso de notoriedad pública y la 
comunidad se siente amenazada con su presencia. 
 
Que el Tribunal haya sentenciado al confinado a cumplir 
sentencia mediante Reincidencia Agravada.18 
 

En cuanto a los criterios discrecionales para una custodia más baja, 

éstos son: gravedad del delito, conducta excelente, conducta anterior 

excelente y estabilidad emocional19. En este contexto, la gravedad del 

delito es definida de la siguiente manera: 

La puntuación subestima la gravedad del delito. El personal 
debe documentar las características del delito que aparecen 
en la declaración de los hechos que se están utilizando como 
fundamento para la decisión de la modificación. 
 
Que del historial y de la evaluación ponderada del caso, se 
desprenda que el confinado no representa una amenaza para 
la población correccional, empleados del Sistema o para la 
comunidad. 
 
Que el historial delictivo y circunstancias en que cometió el 
delito no revelen peligrosidad o habitualidad. 
 
Que luego de un análisis ponderado se perfile como buen 
candidato para recibir tratamiento en programas de 
comunidad y participar en actividades en la misma. 

                                                 
17 Íd.  
18 Íd. 
19 Íd. 
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Que por lo menos en un año previo a su consideración para 
cambio de custodia, el confinado no haya sido declarado 
incurso en una vista administrativa por la comisión de una 
ofensa Nivel I o Nivel II…20 

Cabe mencionar que la reevaluación de la clasificación actual no 

necesariamente tiene como resultado un cambio en el nivel de custodia o 

la vivienda asignada. Su función primordial es verificar la adaptación del 

confinado y prestarle atención a cualquier situación que pueda surgir. Por 

este motivo, si bien el proceso de reevaluación es similar a la clasificación 

original de custodia, la primera recalca la conducta institucional como 

reflejo del comportamiento real del confinado durante su reclusión21. 

B. Estándar de la revisión judicial 

 Es norma reiterada que “las decisiones de las agencias 

administrativas gozan de la mayor deferencia por los tribunales.” Camacho 

Torres v. AAFET, 168 DPR 66, 91 (2006); The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800 (2012). Esta norma de deferencia va unida a la 

presunción de corrección y legalidad de la que gozan las determinaciones 

administrativas, por lo que éstas habrán de sostenerse hasta que 

convincentemente se pruebe lo contrario. López Borges v. Adm. de 

Corrección, 185 DPR 603 (2012). Es por ello que la revisión judicial ha de 

limitarse a determinar si la agencia actuó de manera arbitraria, ilegal o 

irrazonable. Íd.; Federation Des Ind. v. Ebel, 172 DPR 615, 648 (2007).   

 La mencionada presunción de corrección a favor de las 

determinaciones de hecho de los organismos y agencias administrativas 

únicamente puede ser derrotada cuando la parte que las impugne presente 

evidencia suficiente de que la determinación tomada fue incorrecta. IFCO 

Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744 (2012); Pereira Suárez 

v. Jta. Dir Cond., 182 DPR 485, 511 (2011); Com. Seg. v. Real Legacy 

Assurance, 179 DPR 692, 717 (2010). De conformidad con ello, los 

tribunales apelativos no intervendrán con las determinaciones de hecho 

formuladas por una agencia administrativa si éstas están sostenidas por 

                                                 
20 Íd. 
21 Íd., Sec. 7.  
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evidencia sustancial que surja del expediente administrativo. The Sembler 

Co. v. Mun. de Carolina, supra; Asoc. Vec. H. San Jorge v. U. Med. Corp., 

150 DPR 70, 75 (2000); Vázquez Cintrón v. Banco Desarrollo, 171 DPR 1, 

25 (2007). Véase además Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 

923, 940 (2010). Sin embargo, las conclusiones de derecho podrán ser 

revisadas en todos sus aspectos, aunque ello no equivale a prescindir 

libremente de las conclusiones de derecho formuladas por la agencia. The 

Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et 

al. II, supra, pág. 941.   

V. Aplicación del Derecho a los hechos 

Según alegó el señor Rodríguez, erró el Comité al tomar una 

determinación contraria al Manual de Reclasificación, y lo calificó como un 

“abuso de su discreción” al sostener que no fue una decisión razonable por 

no tomarse en cuenta su buen comportamiento, como tampoco el hecho 

de que no cuenta con faltas disciplinarias. Expuso además que al aplicar el 

instrumento de reclasificación arrojó una puntuación correspondiente a 

custodia mínima y aun así lo que solicitó fue que se le asignara a una 

custodia mediana. Como adelantamos, la revisión de una decisión emitida 

por una agencia administrativa se limita a determinar si ésta fue caprichosa, 

arbitraria, prejuiciada o contraria a derecho. Le corresponde a la parte 

promovente la tarea de demostrar que la actuación administrativa fue 

errada. En ausencia de estos elementos, no procede intervenir. Veamos.  

Los foros apelativos debemos deferencia a las determinaciones de las 

agencias administrativas en virtud de la presunción de corrección que 

cobija a las mismas. Véase The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, supra. 

Por tal motivo, la revisión judicial debe limitarse a determinar si la agencia 

actuó de manera arbitraria, ilegal o irrazonable. Véase Federation Des Ind. 

v. Ebel, supra. 

El recurrente trajo ante nuestra atención la enmienda al manual para la 

clasificación de confinados del 8 de junio de 2018, que dispone: 

Confinados con sentencias de los 99 años o más y 
clasificados inicialmente en custodia máxima como resultado 
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de la sentencia, permanecerán en dicha custodia por cinco 
(5) años incluyendo el tiempo cumplido en preventiva. Luego 
de ese periodo de tiempo, serán evaluados. Estos podrán ser 
reclasificados al nivel de custodia mediana si, de acuerdo al 
resultado del instrumento de clasificación, procede. No se 
podrá recurrir al uso de la Modificación Discrecional sobre la 
“gravedad del delito” ni al uso de los fundamentos de 
extensión o largo de la sentencia” para mantenerlos en 
custodia máxima. 

 

No obstante, debemos tomar en consideración lo que la propia 

enmienda señala sobre su vigencia: 

Esta Enmienda comenzará a regir a los treinta (30) 
días luego de haber sido radicado en el Departamento de 
Estado y haber cumplido con las disposiciones de la Ley 
Núm. 38-2017, conocida como “Ley de Procedimiento 
Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico”.  

 
Por tanto, no podemos acoger el planteamiento del recurrente en 

este momento amparado en la antes transcrita disposición, debido a que 

su última evaluación se llevó a cabo el 24 de abril de 2018, varios meses 

previos a entrar en vigor esta nueva enmienda. Dicho lo anterior, el 

recurrente será reevaluado bajo los nuevos criterios de esta enmienda una 

vez pasado el periodo de 6 meses requerido por el Reglamento, momento 

en que el Comité podrá tomar una nueva determinación sobre su 

clasificación de custodia. 

Según los hechos reseñados, no encontramos vestigio de 

arbitrariedad, ilegalidad o irrazonabilidad, en el hecho de tomar en 

consideración los criterios de evaluación del Comité. Por el contrario, ello 

fue cónsono con los criterios del propio Manual y el formulario de guía 

contenido en el mismo al momento de evaluarse el caso del recurrente. En 

virtud de ello, no hallamos fundamento para intervenir con la determinación 

recurrida y negarle la deferencia debida a la determinación del Comité. 

 VI. Disposición del Caso  

Por los fundamentos expuestos, se CONFIRMA la determinación 

recurrida.  

Notifíquese. El Administrador de Corrección deberá entregar copia 

de esta determinación al confinado, en cualquier institución donde éste 

se encuentre. Notifíquese, además, al Procurador General. 
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Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaría del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 


